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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señora Representante Nora Castro. 
MIEMBROS: Señores Representantes Miguel Guzmán, María Alejandra Rivero Saralegui y Daisy Tourné. 


INVITADOS: Delegación de la Asociación de Funcionarios de la Dirección Nacional de Catastro, integrada 
por los señores Oscar Berruti y Eduardo Villamil. 


Delegación de la Asociación de Funcionarios Permanentes del Jockey Club, integrada por 
los señores Juan Carvalho y Joao Athaides. 


SEÑORA PRESIDENTA (Castro).- Está abierto el acto. 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el agrado de recibir a una delegación de la Asociación de 
Funcionarios de la Dirección Nacional de Catastro integrada por los señores Oscar Berrutti y Eduardo 
Villamil. Les damos la palabra para que realicen su planteo. 


SEÑOR VILLAMIL.- Agradecemos muy especialmente a esta Comisión que nos reciba, porque hemos 
tenido dificultades para que se nos reconozca como organización sindical. 


En el transcurso del último mes no hemos sido recibidos por la Dirección Nacional de Registros ni por la 
Dirección Nacional de Catastro. Luego de muchísima insistencia, fuimos recibidos por el señor Subsecretario 
de Educación y Cultura, el doctor Bervejillo, y en el día de ayer por el doctor González Márquez, en 


representación del señor Ministro de Economía y Finanzas. Por eso el agradecimiento de parte de este 
sindicato, ya que por la importancia que damos a este tema entendemos que merece la más amplia difusión. 


SEÑOR BERRUTTI.- Les hicimos llegar una carpeta conteniendo los temas de nuestro interés, 
fundamentalmente el incumplimiento del artículo 178 de la Ley _N” 17.296 por parte de la Dirección 
General de Registros. La norma es clara en lo que se refiere a la exigencia de la presentación de una 
declaración jurada para cada acto que se va a inscribir en dicha Dirección. Este incumplimiento afecta, 
en primer término, la recaudación de Rentas Generales por el Impuesto a las Transmisiones 
Patrimoniales que se paga en base al valor real que fija Catastro. Según hemos calculado, esta 
afectación es de un 20%. 


Asimismo, afecta indirectamente a los impuestos agregados al valor real como el Impuesto de Primaria y las 
contribuciones inmobiliarias y la recaudación por concepto de tasas catastrales de las que se nutre la 
Dirección Nacional de Catastro para funcionar. Efectivamente, el 50% de lo recaudado se destina a la 
Dirección, y de ese porcentaje el 90% se emplea efectivamente para su funcionamiento, mientras el otro 50% 
está destinado a salarios. Es aquí que resulta afectada la economía de los funcionarios. 


Asimismo, nos afecta en cuanto a la calidad de la información que manejamos, porque el incumplimiento de 
la mencionada ley ataca el mantenimiento de la base de datos catastrales, ya que reduce el número de 
padrones que deberían presentar declaraciones juradas solamente a cuando se registran planos de mensura, y 
es una cantidad insignificante, no más de 60 o 70 padrones por mes, mientras que los actos que se inscriben 
superan los mil. Evidentemente, esto afecta el funcionamiento de la oficina. 


SEÑOR VILLAMIL.- Entendemos que hay un claro incumplimiento de la normativa, hecho que ayer 
fue reconocido por el doctor González Márquez. Es más: dijo que estaba facultado por el señor 
Ministro de Economía y Finanzas para hablar con el señor Ministro de Educación y Cultura para que 
de inmediato se cumpliera con la norma. 


Para nosotros es un tema bastante grave. La única forma en que fuimos recibidos luego de dos años de 
solicitar audiencia al contador Zaidensztat, Director General de Rentas, fue hablando de evasión impositiva. 
En ese momento nos recibió el Subdirector, contador López. Pero no se trata solamente de eso porque, como 
ya dije, existe un incumplimiento de la normativa, hay evasión impositiva, y resultan afectados los salarios de 
los trabajadores, el funcionamiento de un organismo público y el mantenimiento de la base de los valores 
reales catastrales que, si se entendiera bien, es lo que se utiliza para calcular toda la base impositiva a nivel 
departamental y nacional. No es algo menor. No entendemos la razón por la cual no se quiere dar 
cumplimiento a este artículo. 


No sabemos si esto lo tenemos que presentar aquí o no, porque nosotros pensamos que correspondía a la 
Comisión de Hacienda y en ella nos presentamos, pero nos dijeron que correspondía a la Comisión de 
Legislación del Trabajo. 


El otro tema que nos interesa es que la Dirección Nacional de Catastro ha firmado una serie de convenios con 
diversos organismos públicos y privados, para lo cual no tiene facultades, porque eso no está comprendido 
por las atribuciones delegadas. No tiene facultades para contratar con esos organismos públicos y privados. 
Lo que se hace es entregar información catastral, valores reales de la Dirección Nacional de Catastro sin 
contraprestación ninguna, es decir, hay una contraprestación prevista, pero no se cumple. Pese a no cumplir 
la contraprestación, los contratos no se rescinden, y en esos contratos no hay ningún control previsto para su 
fiel cumplimiento. 


Entendemos que, por un lado, no tiene facultades para firmar esos convenios y exonerar por la vía de 
excepción a diversos organismos del pago de las tasas catastrales -se está violentando alguna normativa; 
nosotros estamos haciendo un estudio legal que presentaremos en su oportunidad- y, por otro, no se ejercen 
los controles para que se realice ese cumplimiento, es decir, que a la entrega de los valores reales a 
determinados organismos, se pague la tasa catastral correspondiente por cada uno de esos valores. 


Reitero que ese control no existe. No se paga nada por esa información; estando las terminales remotas en 
línea con el servidor central de la oficina, todos sacan información, pero nadie controla qué información se 
saca ni qué uso tiene. Tenemos documentación que prueba que se han impreso valores reales en papeles 


fanfold, fuera de lo que son los formularios correspondientes que emite la Dirección Nacional de Catastro 
como documento único. 


Por otra parte, hay organismos privados que usufructúan la misma base de datos, como la Asociación de 
Escribanos del Uruguay. Se trata de un organismo privado; tampoco existe ningún control de la terminal 
remota que esta Asociación tiene en su local y no efectúa ningún pago por el uso de esa información. 


En este sentido, no podemos cuantificar la pérdida que significa para la Administración y para el salario de 
los trabajadores. Sí podemos decir que hubo dos aumentos de tarifa, a través del Presupuesto de 1999 y luego 
por el artículo 178 de la Ley N” 17.296 de la Rendición de Cuentas de 2001. Las tasas aumentan cada seis 
meses con relación a la Unidad Reajustable; una tasa catastral tiene el valor de 0,5 UR y se reajusta cada seis 
meses. En los últimos cinco años, hemos observado que la recaudación de la Dirección Nacional de Catastro 
por concepto de tasas catastrales es la misma o menor. En los últimos meses, hemos constatado que la 
recaudación ha disminuido desde los últimos cinco años a la fecha, en términos absolutos en pesos corrientes. 
Eso es imposible, es inconcebible. 


Entendemos que es a través de estos convenios que se han otorgado, que se está produciendo una pérdida de 
recaudación de la Dirección Nacional de Catastro. Como explicó mi compañero, se trata de una pérdida para 
Rentas Generales. Con esa masa de recaudación se financia el 90% del funcionamiento y el mantenimiento 
de la Dirección Nacional de Catastro y los salarios de los funcionarios; hace cinco años que estamos 
cobrando lo mismo o menos, por concepto de partidas extrapresupuestales y proventos. 


SEÑOR BERRUTI.- Me quiero referir al mal manejo de esa información por parte de los organismos 
que están conectados a la base de datos catastral. En el caso específico de ANEP, que tiene la base de 
datos en línea, sabemos que cuando emite las facturas a los clientes les imprime como valor real un 
dato que no es tomado de la base de datos de Catastro. 


Tenemos en nuestro poder documentación que prueba el mal manejo de la información. No es garantía para 
nadie que la base de datos de Catastro esté abierta a todos; ella debe ser manejada por personas hábiles. Digo 
esto porque no es una simple actualización de coeficientes lo que lleva a obtener los valores reales. No se 
puede transformar un valor de aforo municipal en un valor real si no se tienen las tablas correctas. En el caso 
de la ANEP lo que ocurre es que se está tomando un valor real que no es el de Catastro; están tomando un 
valor real municipal y lo han actualizado por coeficientes y, por lo tanto, lo que sale es un valor irreal -por 
decirlo de alguna manera-, tanto en más como en menos. 


De manera que el hecho de abrir la puerta de esa base de datos no es seguridad ni garantía para los 
ciudadanos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero dejar constancia de que la señora Diputada Rivero ingresó a Sala 
mientras escuchábamos a nuestros invitados. 


Ya conocen nuestro estilo de trabajo: deliberamos luego de que se hayan retirado nuestros invitados. Sería 
interesante que nos dejaran la documentación. Les haremos llegar la versión taquigráfica de la sesión y la 
resolución que tome la Comisión en cuanto a convocar a alguna de las autoridades para completar la 
información, si así se entendiera necesario. 


En lo personal, quisiera saber si la situación de no reconocimiento del sindicato está superada 
definitivamente. 


SEÑOR VILLAMIL.- Como dijimos al principio, aun no hemos sido recibidos por la Dirección 
Nacional de Catastro ni por la Dirección General de Registros, cuyas autoridades dicen que no tienen 
tiempo para atendernos, aunque sí nos envían una serie de cartas en respuesta a nuestras apreciaciones 
sobre su actuación. Es más -vamos a dejar el material correspondiente-: se arrogan facultades 
interpretativas de la norma. Entendemos que la Dirección General de Registros no tiene facultades 
para interpretar ninguna normativa, sino que lo que tiene que hacer es cumplirla. Los únicos 
facultados para interpretar las normas son quienes las dictan y no quienes deben cumplirlas. 


En ese sentido, entendemos que no estamos siendo reconocidos como organización sindical; fue por la 
presión, por la pelea y por salir a la prensa a denunciar esto que fuimos recibidos por los jerarcas. El 
reconocimiento de la organización no ha sido por la vía que corresponde. 


Es nuestra intención dejar a la Comisión una serie de documentos, en los cuales se demuestra que la base de 
datos catastral -la Dirección Nacional de Catastro es todo información y no otra cosa- es manejada por una 
empresa privada, ha sido tercerizada. Se trata de la empresa REYRIS SRL. Dejamos una copia del contrato. 
También entregamos copias de los pagos -que fueron extraídas del SITE, Sistema Integrado de Información 
Financiera del Estado- para comprobar que hay algunos que no corresponden a lo acordado contractualmente 
por la Dirección Nacional de Catastro y esa empresa privada. 


A su vez, dejamos documentación probatoria de que un funcionario de esa empresa privada conduce un 
vehículo oficial; no entendemos por qué motivo en ocasiones esta persona hace de chofer al Director General 
de Catastro ni tampoco por qué razón muchas veces el Director conduce él mismo un vehículo oficial sin 
asistencia de personal especializado. Además, en goce de licencia médica -en la última que se tomó luego del 
comienzo del conflicto con los funcionarios- tenía en su poder el auto oficial y lo usaba con motivos 
particulares. Todo eso es fácilmente comprobable. Pero entendemos que en la situación que está sufriendo el 
funcionariado de la Dirección Nacional de Catastro y con el conflicto en el que nos encontramos en este 
momento no podíamos dejar de decir esto, porque además de integrantes y dirigentes de un sindicato, somos 
funcionarios públicos y corresponde que hagamos este tipo de denuncias. 


SEÑOR BERRUTI.- Quiero aclarar que la fotocopia de la constancia de un recibo de ANEP fue 
obtenida en el mostrador por un usuario que vino a gestionar un trámite, consultando sobre un valor 
real. Esta es una copia de fax, porque no tenemos otro mecanismo para llegar oficialmente a ANEP y 
solicitar un impreso. Reitero que es la fotocopia de un recibo de un usuario que se obtuvo a través del 
fax. A ello se debe el estado en que se encuentra el documento, no lo tomen como una falta de respeto 
hacia ustedes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia de los señores Oscar Berruti y Eduardo Villamil. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios de la Dirección Nacional de Catastro) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Funcionarios Permanentes del Jockey Club) 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene mucho gusto en recibir a los representantes de la 
Asociación de Funcionarios Permanentes del Jockey Club, señores Joao Athaides y Juan Carvalho. 


SEÑOR CARVALHO.- Venimos a plantear a la Comisión la situación de entre 15 y 18 funcionarios 
que trabajaron más de 30 años en el Jockey Club, que cuando el club transformó las cajas privadas - 
tenía dos, y una de ellas era la caja de empleados permanentes- quedaron sin nada, pues no les dieron 
la opción que la ley establecía respecto a elegir el sistema por el que querían seguir trabajando. Esa 
gente, con todo lo que pasó con el Jockey Club, después de todas las vicisitudes que se padecieron, hoy 
no tiene nada. 


Frente a esto nos presentamos ante el Banco de Previsión Social para pedir que nos amparara en esa ley, en la 
proporción que correspondiera, porque todos éramos empleados del Jockey Club con más de treinta años de 
trabajo; aunque no llegábamos al cómputo jubilatorio establecido en ese entonces, el estatuto establecía que 
podíamos haber hecho uso de esa facultad. En el Banco de Previsión Social, nuestro pedido salió negativo, 
por mayoría; supimos que hubo algunos abogados que estaban de acuerdo con nuestro planteo y otros no. 


Nos manifestaron que la única solución que podría existir -no estamos muy seguros de esto- sería la que se 
utilizó para el caso de los profesionales, donde se hizo un agregado a la ley que ya existía para dar cabida a 
esa gente y que se pudiera jubilar. 


Nosotros venimos a dialogar con los señores Diputados porque es el único timbre que nos queda por tocar 
para lograr que esas 15 o 18 personas de cierta edad -yo tengo 57 años- y que han quedado sin trabajo, 
puedan ser amparadas por esa ley. Inclusive, en aquel momento hasta se produjeron suicidios, porque 


pasamos meses sin cobrar. Se nos quedaron con el fondo de retiro. Al principio de todo esto éramos 21 
personas, pero algunos compañeros debieron jubilarse, percibiendo miserables jubilaciones. 


Lo que queremos es que se haga justicia y nos den el lugar que nos corresponde por el aporte que hicimos 
durante tanto tiempo; nosotros aportábamos casi el doble que el resto de las personas para poder jubilarnos a 
los 50 años de edad con 30 años de actividad. Todos quienes estamos aquí presentes pasamos los 30 años de 
trabajo pero, por la situación del Jockey Club, quedamos colgados y no hemos encontrado eco en ningún 
lado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero hacer una aclaración. Quizás los visitantes de hoy hayan concurrido 
a la Comisión de Seguridad Social de la Cámara de Representantes, que es la que realmente puede 
atender su situación dado que entiende en todo lo pertinente a beneficios sociales, jubilaciones, 
pensiones, etcétera. Esta es la Comisión de Legislación del Trabajo. 


Actualmente, el Presidente de la Comisión de Seguridad Social es el señor Diputado José Luis Blasina. Así 
como ustedes solicitaron una entrevista con esta Comisión, pueden hacerlo con la de Seguridad Social. De 
todas formas, nosotros remitiremos la versión taquigráfica a los integrantes de dicha Comisión. 


SEÑOR CARVALHO.- Agradezco lo que ustedes me dicen y les explico cómo llegamos aquí. El señor 
Diputado Oribe tenía mucha relación con el Jockey Club y, cuando se enteró del problema de nosotros, 
él llamó para que nos dieran entrada en esta Comisión. 


SEÑORA TOURNÉ.- Lo que sucede es que en el Senado, por ejemplo, Trabajo y Seguridad Social 
trabajan juntas. En cambio, en Cámara son dos Comisiones. Lo que ustedes plantean es un tema típico 
y clásico de la Comisión de Seguridad Social, pero con mucho gusto los seguimos atendiendo. Por 
tanto, es pertinente lo que planteaba la señora Presidenta para un mejor tratamiento del asunto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nuestro secretario fue a informarse para que ustedes puedan reunirse con 
el Presidente de la Comisión de Seguridad Social y ver en qué momento -tal vez hoy- podrían reunirse 
con sus integrantes. 


(Se suspende la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


